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1. 
Norma acusada

CÓDIGO CIVIL

(Diciembre 29)

Artículo 154. Modificado por la Ley 25/92, art. 6. Son causales de divorcio: 

8. La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años”.

2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE el aparte acusado del numeral 8 del artículo 154 del Código Civil, por el cargo analizado. 

3.
Fundamentos de la decisión

En el presente caso, el problema jurídico que le correspondió resolver a la Corte Constitucional consistió en determinar si la exigencia de que la separación de cuerpos deba haber perdurado por más de dos (2) años para que se configure la causal de divorcio, constituye una vulneración del derecho a la autonomía personal consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política, al establecer un límite al derecho a la libre escogencia del estado civil, imponiendo la continuación del vínculo matrimonial sin poder contraer uno nuevo  hasta que transcurra ese lapso. 

El análisis de la Corte comienza por precisar que el derecho al libre desarrollo de la personalidad se identifica con el ámbito reservado al individuo para la toma de decisiones vitales, sin que el Estado pueda determinar la manera como cada individuo construye sus proyectos y modelos de realización personal. La jurisprudencia ha señalado que este derecho se vulnera “cuando a la persona se le impide, en forma irrazonable, alcanzar o perseguir aspiraciones legítimas de su vida o valorar y escoger libremente opciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia y permiten su realización como ser humano”. 

En este sentido, la disposición demandada que hace parte del numeral 8 del artículo 154 del Código Civil, al fijar un término de dos años de separación de cuerpos judicial o de hecho, para poder invocar el divorcio, en efecto restringe en algún grado la potestad subjetiva de autodeterminación de los cónyuges que han optado por la separación definitiva de cuerpos con miras a la disolución del vínculo matrimonial. Sin embargo, la sola restricción de la potestad de autodeterminación no es sinónimo de inconstitucionalidad, sino que es menester examinar si la limitación del derecho cuenta con justificación constitucional.

Al respecto, el artículo 42 de la Constitución establece que corresponde al legislador regular entre otros aspectos, (i) las formas del matrimonio, (ii) la edad y capacidad para contraerlo, (iii) los deberes y derechos de los cónyuges, (iv) su separación, (v) la disolución del vínculo matrimonial y (vi) lo relativo al estado civil de las personas. Al mismo tiempo, la Carta Política fijó unos principios y parámetros generales que enmarcan el ejercicio de la potestad legislativa en materia de familia y matrimonio, al reconocer que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, consagrar la protección integral de la familia como un deber del Estado y la sociedad, la constitución de la familia por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio, la igualdad y derechos de la pareja y el respeto recíproco en las relaciones familiares, la inviolabilidad de la honra, dignidad e intimidad de la familia y la sanción legal de cualquier forma de violencia en la familia, que se considera destructiva de su armonía y unidad. Así mismo, la remisión a la ley civil de la regulación de los efectos civiles del divorcio para toda forma matrimonial. 

En ese orden, la Corte constató que la limitación legal establecida en la disposición demandada constituye un desarrollo de la potestad regulatoria confiada al legislador en el artículo 42 de la Constitución en materia de separación y disolución del vínculo matrimonial que persigue un fin constitucionalmente legítimo. A su juicio, la prolongación por más de dos años de la separación de cuerpos para erigirse en causal de divorcio, apunta a la defensa del matrimonio de la crisis coyunturales que naturalmente lo rodean, disponiendo que la separación de cuerpos sea una oportunidad de reflexión de la decisión definitiva de disolución del vínculo y a la vez, un tiempo de preparación de los efectos que apareja un virtual divorcio respecto de los hijos, de los bienes sociales, de terceros y de los propios cónyuges, esto es, de la institución familiar que la Constitución privilegia como “núcleo fundamental de la sociedad”. Desde esta perspectiva, además de ser un medio idóneo para tal fin, es determinante para la estructuración de una decisión responsable de restablecimiento o de disolución del vínculo conyugal, pues el paso del tiempo permite la evaluación ponderada de la decisión a adoptar. De ahí, la razonabilidad de la medida restrictiva. 

De igual manera, la restricción establecida en la causal acusada busca compatibilizar valores y principios constitucionales dirigidos a la protección de la familia con el derecho al libre desarrollo de la personalidad: de una parte despliega la obligación constitucional de garantizar la protección integral de la familia a través de una unión matrimonial relativamente estable; de otra parte, consagra la posibilidad reconocida a cualquiera de los cónyuges de obtener el divorcio a través de la separación de cuerpos, luego de transcurrido el término legal. En todo caso, se trata de una restricción temporal, dirigida a la protección de la unidad familiar, sin negar ni menoscabar el derecho de autodeterminación personal. 

Por consiguiente, la Corte procedió a declarar la constitucionalidad de la expresión demandada del numeral 8 del artículo 154 del Código Civil. 

